“Ni Mongo Aurelio puede gobernar sin apoyo sindical…” Protesta obrera y respuesta de la dirigencia gremial durante el primer semestre del gobierno de Isabel Perón









Alejandro M. Schneider


Las diferentes presidencias peronistas de la década de 1970 se caracterizaron, por un lado, por el alto nivel de movilización social abierto tras el Cordobazo en 1969 y, por el otro, por la aplicación de distintos instrumentos para encauzar este proceso; sobre todo, con la implementación del Pacto Social y con el reforzamiento del poder de la cúpula sindical.


En ese escenario, el fallecimiento de Juan Domingo Perón, en julio de 1974, abrió una nueva situación política en el país. A partir de esa fecha, se terminó de resquebrajar el Pacto Social firmado por diversos sectores. Si bien este acuerdo se hallaba fuertemente cuestionado por numerosas protestas obreras, incluso en vida del anciano general, el mismo se siguió sosteniendo sobre la base de tibios compromisos entre sus principales adherentes.


El presente artículo analiza tanto las prácticas de la dirigencia sindical como las políticas gubernamentales aplicadas contra el movimiento obrero con el fin de disciplinarlo durante el primer semestre de gestión presidencial de María E. Martínez de Perón en 1974. En ese sentido, en particular, se examina el comportamiento y el accionar de la cúpula gremial frente a la impugnación política, económica y social del proletariado industrial en la ciudad de Buenos Aires y sus alrededores.  


En esta aproximación se hace énfasis en el relevante papel jugado por la burocracia sindical, tanto en su pugna interna dentro del gabinete presidencial como en su pelea contra los sectores que le disputaban su presencia en los lugares de trabajo y en las seccionales.
“Ni Mongo Aurelio puede gobernar sin apoyo sindical…” Protesta obrera y respuesta de la dirigencia gremial durante el primer semestre del gobierno de Isabel Perón 

En el transcurso de 1969 a 1976 el país estuvo cruzado por una intensa actividad política, con un elevado nivel de protesta social y con un notable crecimiento de diferentes organismos sindicales que sostuvieron posturas ideológicas clasistas y de izquierda en los lugares de trabajo. Como consecuencia, las distintas presidencias peronistas del período estuvieron abocadas a terminar con ese destacado nivel de confrontación.

En esa coyuntura, Juan D. Perón reforzó el poder de los líderes laborales con el fin de controlar el clima de descontento reinante en el movimiento obrero. Sin embargo, el ex general no pudo terminar con su tarea; su fallecimiento, en julio de 1974, abrió una nueva situación política. Su sucesora María Estela Martínez de Perón (Isabel) intentó débilmente proseguir con el estilo de gestión del extinto caudillo. Sin embargo, desde sus inicios, su gobierno se caracterizó por estar cruzado por diferentes proyectos políticos nacidos en el interior del justicialismo. El embate de fuerzas que se produjo alrededor de su persona, tanto dentro como fuera del peronismo, fue uno de los principales indicadores de ese nuevo escenario. Como parte de esa agitada atmósfera, el movimiento obrero desplegó, con diferentes niveles de intensidad, numerosas medidas de fuerza; agravándose las tensiones con el gobierno y la cúpula laboral. 


El presente artículo analiza tanto las prácticas de la dirigencia sindical como las políticas gubernamentales aplicadas contra el movimiento obrero con el fin de disciplinarlo durante el primer semestre de su gestión. Si bien en ese lapso se desarrollaron significativas protestas que tuvieron una amplia repercusión nacional (los mecánicos de Córdoba, los paros en Propulsora Siderúrgica de La Plata, entre otras), en esta investigación sólo se consideraron las respuestas oficiales y gremiales contra los conflictos desplegados en la ciudad de Buenos Aires y sus alrededores.


Asimismo, en esta aproximación se hace énfasis en el relevante papel jugado por la burocracia sindical, tanto en su pugna interna dentro del gabinete presidencial como en su pelea contra los sectores que le disputaban su presencia en los lugares de trabajo y en las seccionales. 

El reordenamiento interno de la cúpula laboral


Con el fallecimiento de Perón, se abrió un nuevo escenario. A partir de esa fecha se terminó de resquebrajar el Pacto Social; aunque se hallaba fuertemente cuestionado por las protestas obreras desarrolladas en vida del general, el mismo entró en crisis tras la muerte de su ideólogo. Más aún, el deceso del anciano caudillo dejó al desnudo que los acuerdos establecidos estaban artificialmente unidos por la voluntad del extinto líder. Corresponde subrayar que la inestabilidad del período no sólo debe buscarse en la debilidad de la clase dominante o en los conflictos internos del peronismo sino que, sobre todo, debe indagarse en la potencialidad de la clase obrera y en el crecimiento de diversas corrientes de izquierda que disputaban la hegemonía del peronismo.
 
El primer anticipo del reacomodo del tablero político se evidenció en el congreso de la Confederación General de los Trabajadores (CGT) de julio de 1974. La elección de la cúpula directiva fue un tema de amplia repercusión en todo el ámbito nacional. Durante las presidencias del justicialismo los jerarcas gremiales venían cumpliendo una doble función. Por un lado, jugaban su tradicional papel corporativo como representantes del movimiento obrero; por el otro, desempeñaban un lugar central en el armado institucional del gobierno siendo uno de los pilares constituyentes del Pacto Social. En este sentido, producto de la conflictividad social, se fue desplegando un permanente corto circuito en el accionar de estas dos lógicas de comportamiento. De esta manera la dirigencia se hallaba tironeada entre las protestas obreras, que pujaban por una mejor distribución del ingreso, frente al papel de ser garantes del disciplinamiento que le exigía su compromiso con el proyecto político de Perón. 


En ese escenario el Poder Ejecutivo buscó que Adelino Romero (textil), enrolado en la senda de José Rucci, alineado con el gobierno, continúe al frente de la entidad madre. Esta postura generó un fuerte cuestionamiento por parte del metalúrgico Lorenzo Miguel, líder de las 62 Organizaciones. A pesar de esas disputas internas, ambos sectores se reclamaron como fieles seguidores de las ideas de Perón e Isabel. 


En ese contexto, ante la necesidad de no generar inconvenientes con el gobierno, la táctica de las 62 Organizaciones fue la de aceptar la continuidad de Romero al frente de la CGT pero imponiendo una persona de su entorno (Segundo Palma, de la construcción) en el cargo de secretario adjunto. Además, ocuparon diversos puestos de importancia en la conducción de la central obrera, desplazando a hombres alineados al dirigente textil.

Por otro lado, el encuentro reafirmó su compromiso y fidelidad a Isabel y al Pacto Social; a su vez, a modo de cierre, el ministro de Trabajo Ricardo Otero advirtió que “iremos a las fábricas a persuadir y, si la persuasión no alcanza, a sacar a las patadas a los mercenarios”, en obvia alusión a los cuerpos de delegados y comisiones internas que cuestionaban el liderazgo gremial (La Causa Peronista, 16-7-1974). Sin embargo, este escenario presentó un giro sorpresivo. Unas horas más tarde de finalizar el mitin, se produjo el fallecimiento de Romero. Como consecuencia Palma asumió como nuevo secretario general, tras haber declarado la central sindical un paro general nacional entre el 14 y el 15 de julio, en señal de duelo. 


En esa coyuntura, las pujas en el seno de la central obrera se trasladaron en lo inmediato hacia el gremio textil: tras el deceso de Romero se consolidó la figura de Casildo Herrera, quien por esos días era un hombre cercano a Miguel; además, era miembro de la mesa directiva de las 62 Organizaciones. Poco tiempo después este avance se fortaleció; el Comité Central Confederal, luego de tensas negociaciones internas lo eligió como secretario adjunto, en reemplazo de Palma, quien había asumido la secretaría general. Era evidente, como indicó la revista El Caudillo que esta asunción ratificaba “la posición ortodoxa de las 62 Organizaciones dentro del manejo de la CGT” (16-8-1974). Al compás de ello, la confederación madre emitió un documento condenando “toda acción inorgánica de aventureros descarriados ideológicamente”, en referencia a las seccionales díscolas (como la de los mecánicos y electricistas de Córdoba) y a comisiones internas que no se alineaban con la conducción laboral (Noticias, 9-8-1974). 


En cuestión de pocos días las líneas internas divergentes dentro de la central obrera quedaron disipadas tras las directivas de las 62 Organizaciones. A partir de esas jornadas, este sector se sintió más inclinado a retomar los postulados básicos de la táctica vandorista de presión y negociación; no sólo como un medio para acceder a tener más poder en el seno de la interna política del gobierno sino también (y sobre todo) como una forma de defender su lugar frente a sus adversarios dentro de la clase obrera. Según El Caudillo (19-7-1974) la renovación de la CGT fue “la primera medida de autodefensa” que se dio el gremialismo frente al nuevo escenario que implicaba el fallecimiento de Perón frente a los ataques de la izquierda. En sintonía con esos hechos, el ministro Otero declaró que “la verticalidad de la organización sindical garantiza el triunfo del ideario peronista”. A partir de ese momento, consolidado su poder dentro de la flamante cúpula laboral, Miguel se propuso obtener una mayor presencia tanto en la estructura partidaria del justicialismo como en el seno del gobierno nacional.

Peronización del gabinete y avance del poder sindical en las provincias

Luego del impacto que provocó el deceso del anciano general, Isabel se formuló como meta -en el mes de agosto- acentuar la peronización del gabinete presidencial a partir de una serie de acuerdos entre la dirigencia sindical y la derecha política del justicialismo. En lo inmediato, la coyuntura estuvo signada tanto por la peleas entre los ministros como por el elevado grado de inestabilidad social en todo el país.
 Con ese escenario de fondo, se produjeron una serie de cambios a nivel ministerial: fueron reemplazados Benito Llambí, Ángel Robledo y Jorge Taiana por Alberto Rocamora, Adolfo Savino y Oscar Ivanissevich, respectivamente. Sólo faltaba expulsar a José Ber Gelbard, encargado de Economía, para completar la depuración ideológica. 


Como parte del reordenamiento, en esos meses, el sector encabezado por Miguel estableció un acuerdo con el grupo liderado por López Rega con el fin de desplazar a los hombres afines a la Tendencia en todas las áreas de gobierno. De ese modo, los jerarcas gremiales se convirtieron en los guardianes del orden impulsado por Perón y su viuda, ya sea contra los sectores combativos del peronismo como contra el sindicalismo clasista y la izquierda. 

El proyecto de “purificación” impulsado por la presidente también se dirigió a las administraciones provinciales con el fin de consolidar su poder en el armado del peronismo. En ese sentido Isabel continuó el proyecto, iniciado por Perón, de expulsar a todos aquellos gobernadores que eran sospechosos de avalar a sectores de la izquierda del peronismo con el fin de reemplazarlos por los grupos más ortodoxos y verticalistas.


En la mayoría de los cuestionamientos a los poderes ejecutivos provinciales, que en algunas ocasiones derivó en la intervención federal, la disputa ocurrió como consecuencia de la puja de proyectos políticos distintos dentro del justicialismo. En casi todos los casos, el conflicto estuvo protagonizado por el enfrentamiento entre las 62 Organizaciones y los intereses de diversos sectores del peronismo. Con la excepción de Córdoba, donde no hubo malestar interno entre el gobernador y su compañero de gestión, en las restantes provincias, las divergencias se iniciaron desde la conformación del binomio que encabezó el gobierno local para los comicios de marzo de 1973. En ese sentido, la presión sobre la máxima autoridad provincial provino -en gran medida- por el propio vice, hombre perteneciente al sindicalismo ortodoxo.


En todos los escenarios, la principal fuente de inspiración para actuar contra el mandatario provincial fue la de hacer cumplir el memorando impartido como “orden reservada” por Perón a los delegados del Movimiento Nacional Justicialista en todo el país durante la presidencia de Raúl Lastiri. En ese marco, los primeros antecedentes resonantes fueron las destituciones de Oscar Bidegain (Buenos Aires) y el alzamiento policial de Antonio Navarro en la provincia de Córdoba por lo que se eyectó al binomio de Ricardo Obregón Cano y Atilio López; en ambas ocasiones se contó con el respaldo del anciano general y de los distintos sectores de la burocracia sindical. En esa misma perspectiva, la dirigencia gremial impulsó y convalidó las cesantías sobre los gobernadores de Mendoza, Santa Cruz y Salta. Si bien en esos estados los problemas de gobernabilidad se acarreaban desde 1973, la Casa Rosada incrementó el impulso a la homogeneización justicialista durante el segundo semestre de 1974.

En resumen, las intervenciones sobre las provincias derivaron por un lado, en el mayor peso del sindicalismo ortodoxo en el seno de todo el peronismo a nivel nacional; por el otro, le permitió tener una mayor presencia e injerencia en las decisiones del gabinete presidencial.
Ley de Contrato de Trabajo


El acercamiento a Isabel acarreó en forma inmediata un primer logro político para la dirigencia gremial. En el mes de septiembre, el parlamento sancionó la Ley de 20.744 de Contrato de Trabajo: por medio de esta norma legal se pautaron los requisitos esenciales que deberían cumplir los acuerdos laborales, formalizando jurídicamente los derechos y obligaciones del empleador y del empleado. A través de ella se reordenaron y se sistematizaron un conjunto de preceptos dispersos en torno a la duración de la jornada de trabajo, la remuneración, las licencias, las suspensiones, la extinción del contrato laboral, la licencia por maternidad, el trabajo de menores, entre otros temas. Asimismo, instituyó un régimen más riguroso de seguridad industrial, amplió tanto los períodos de vacaciones como los plazos de preaviso e incrementó los montos de las indemnizaciones por despidos. 


Los empresarios criticaron algunos artículos de este nuevo ordenamiento legal; en particular, argumentaron que se afectaba la productividad y se promovía la inasistencia laboral. Por su parte, los dirigentes laborales lograron fortalecer un mayor espacio de poder en el gabinete y en el seno del peronismo. La nueva norma no sólo sirvió para consolidar los intereses políticos de las 62 Organizaciones sino que también robusteció el papel de Otero tanto en el ámbito presidencial como en su pública pelea contra los sectores combativos del movimiento obrero; según el ministro, la ley era una contestación a “los idiotas útiles al servicio de los antinacionales intereses bolcheviques” (Senén, 1984: 30).
 


En ese marco, la CGT convocó el 20 de septiembre a un paro y movilización en Plaza de Mayo para agradecer a Isabel por la norma sancionada. Esa jornada fue laborable –por disposición de la central– sólo hasta las 10 de la mañana. A partir de ese momento desde los talleres, establecimientos industriales y oficinas comenzaron a marchar hacia la Casa Rosada por disposición de las 62 Organizaciones. Antes de salir al balcón, como muestra de acercamiento con la dirigencia sindical, la mandataria le entregó a Herrera un cheque por cinco millones de pesos para la entidad obrera (Sáenz, 2003: 203).


Por último, corresponde indicar que estas disposiciones legales fueron ampliamente criticadas por las distintas corrientes opositoras a la dirigencia laboral. Para Política Obrera, por una parte, la norma excluyó a los trabajadores estatales y al personal doméstico; por otro lado, incorporó un conjunto de “arbitrariedades patronales”. Por su parte, el Partido Socialista de los Trabajadores sostuvo que ésta se pensó como un reordenamiento de antiguas leyes a la vez que dejó sin incluir a otras como “la semana de cuarenta y cuatro horas y la apertura de los libros comerciales”. En tanto para el Partido Revolucionario de los Trabajadores, además de afirmar que se trataba de un simple reordenamiento legislativo, la ley es “nada más que propaganda” lo que realmente importa es que “se haga cumplir”. Finalmente, para los Montoneros es una ley “positiva” ya que otorgó algunas “mejoras”; sin embargo, consideraron que la misma fue “una válvula de escape ante la presión ejercida” por los conflictos que se produjeron en 1974.


En síntesis, en esa coyuntura la sanción de dicha ley quedó estrechamente unida al accionar y al poderío político que tenía la burocracia sindical tanto en el seno del gobierno como en el Poder Legislativo. Asimismo, reflejó el interés del sector de apaciguar la conflictividad obrera con medidas superficiales, que no alteraban en esencia del Pacto Social. 

De Gelbard a Gómez Morales

Tras la depuración del gabinete realizada en el mes de agosto, el saldo pendiente que quedó fue la eyección del único ministro extrapartidario. Como parte de ello se estableció un acuerdo tácito entre López Rega y los jerarcas gremiales con el objetivo de expulsarlo del gobierno (Leyba, 2003). Cada uno de estos sectores tuvieron diferentes intereses a la hora de buscar la destitución de Gelbard. Para el encargado de la cartera de Bienestar Social se abrió la posibilidad de acercarse a los grupos más concentrados de la economía, dándose un giro drástico a la política económica que se venía llevando a cabo. En cambio, para los sindicalistas, el retiro simbolizó la defunción del Acta de Compromiso de 1973 y la posibilidad de que el área sea conducida por un peronista. 

La central sindical tenía graves dificultades a la hora de defender el Pacto Social mientras enfrentaba el descontento obrero reinante en los establecimientos laborales y en las seccionales díscolas que cuestionaban su liderazgo. Como había sido planteado en su momento por Álvaro Alsogaray, la dirigencia estaba subordinada a los empresarios en el Pacto, relegando uno de los elementos centrales de su esencia: la pelea por mejorar o (al menos) mantener el nivel de ingresos. En ese marco, los legisladores de extracción gremial decidieron restarle apoyo al anteproyecto de ley agraria impulsado por Gelbard en el parlamento. A partir de ese momento, totalmente aislado, presentó el 21 de octubre su renuncia (Seoane, 1998).


La asunción de Alfredo Gómez Morales como nuevo responsable del área sirvió para tranquilizar las aspiraciones de aquellos que buscaron a un peronista histórico como también a los que vieron en él a una persona cercana al capital más concentrado. De ese modo, apareció como un hombre que actuó como ecuánime frente al sindicalismo y a los sectores orientados por López Rega; además, era apreciado por el establishment como un técnico y como una figura ligada a las intereses internacionales. Sin embargo, su gestión gubernamental estuvo signada por los tiempos políticos del país antes que los económicos; de ahí que sus decisiones se encontraron marcadas por la puja de los mismos grupos que habían rodeado a Gelbard.

Como consecuencia de estas circunstancias, una de las primeras disposiciones que estableció fue la de firmar un Acta donde se otorgó un 15% de incremento salarial junto con una “nueva política de precios”, anticipando la idea general de que esto se hacía para evitar “que las empresas no den pérdidas” (De Pablo, 1980: 140). Por su parte, de acuerdo con Di Tella (1983: 205-206), Gómez Morales mantuvo “un punto de vista intermedio en cuanto a la liberalización” a los precios y salarios; ya que buscó una reducción del gasto público junto con una política de congelamiento de la tasa cambiaria con el fin de poder “controlar la inflación”.

A pesar de ello, los dirigentes gremiales (presionados por los conflictos obreros) continuaron pujando a favor de otorgar aumentos salariales en el marco de la apertura de las negociaciones paritarias. Además, fueron críticos de las modificaciones que impulsó la cartera de economía en torno a la flexibilización de la ley de inversiones extranjeras y del escaso control de precios que efectuaba la entonces Secretaría de Comercio. Por su parte, el empresariado prosiguió defendiendo sus intereses con distintas operaciones de especulación y desabastecimiento, mientras acentuó sus reclamos por el incremento del ausentismo laboral (Kandel y Monteverde, 1976).

Características de los conflictos obreros 


En un marco de agravamiento de la crisis económica y de un significativo aumento en el nivel de inflación, las principales demandas se dieron en torno al reclamo de mejoras en los salarios junto con la defensa de las fuentes de empleo, frente al incremento de las suspensiones y despidos. Cabe indicar que en numerosas ocasiones, las cesantías fueron autoritarias: en no pocas circunstancias se hicieron como castigo sobre delegados y activistas que habían impulsado previamente medidas de fuerza. Por otro lado, las quejas de los trabajadores se orientaron frente al incumplimiento en el pago de los sueldos y el no acatamiento empresarial a las disposiciones de la Ley de Contrato de Trabajo. Por último, varias protestas se originaron ante la intensa represión de empresarios, gobierno, dirigencia sindical y aparatos paraestatales contra el activismo obrero. 


En cuanto a la solicitud de subas salariales corresponde observar que, en el marco de las limitaciones impuestas por el Pacto Social, sobre todo durante la gestión de Gelbard, las mismas se presentaron en forma indirecta con otras reivindicaciones que encubrían las demandas en torno al pedido de incremento en los haberes. De esta manera, se hicieron invocando la necesidad de mejorar las condiciones laborales, ya sea alrededor de cuestiones de salubridad o bien, requiriendo herramientas y ropas para el trabajo. En este sentido, los reclamos liderados, sobre todo por los organismos gremiales de base, buscaron quebrar el “chaleco legal” a través de estos enfrentamientos que, en última instancia, aspiraban a una mejor recomposición salarial. Sin embargo, esta situación de “encubrimiento” cambió bajo la administración de Gómez Morales cuando empezó a discutirse la posibilidad de abrir nuevas negociaciones paritarias; a partir de entonces, el pedido de incrementos en los haberes dejaron de plantearse eufemísticamente. 


Durante el primer semestre del mandato presidencial de Isabel se produjeron numerosos enfrentamientos laborales por estas cuestiones. En términos generales se puede coincidir con la afirmación realizada por Elizabeth Jelin (1978) cuando sostiene que a partir de julio de 1974 el número de conflictos fue disminuyendo comparado con lo sucedido en los anteriores gestiones peronistas iniciadas en 1973. Sin embargo, esta caída no significa su total desaparición; en este sentido, de acuerdo con el relevamiento efectuado con la prensa de la época, se advierte que hubo un ritmo desigual en cuanto a los resultados obtenidos y en relación con la cantidad de medidas de fuerza desarrolladas en ese período. 


A grandes rasgos se puede observar que el alza iniciada desde comienzos de los gobiernos peronistas tendió a atenuarse entre octubre y diciembre de 1974. La disminución se explica, en cierta forma, tanto por las derrotas que se expresaron en aquellos gremios que habían desempeñado un papel de vanguardia en las protestas (mecánicos de Córdoba, azucareros de Tucumán, gráficos, etc.) como por el notable aumento en el ámbito de la represión gubernamental y paramilitar. A eso se añade, la sanción de la Ley de Seguridad y el dictado del estado de sitio a fines de ese año. Pese a ello, en el marco brindado por la Ley de Contrato de Trabajo, por la cual se garantizaba una cierta estabilidad en el empleo, los obreros empezaron a canalizar parte del descontento a través del incremento del ausentismo laboral. Al respecto, diversas entidades patronales y sindicales advirtieron este fenómeno en los últimos meses de 1974; ilustrativo de ello fue la declaración del Consejo Directivo Nacional de los mecánicos convocando a “todos los trabajadores a (….) reducir el índice de ausentismo a los niveles normales” (Informe DIL 177, noviembre de 1974).

Cabe indicar que ese panorama comenzó a cambiar en los primeros meses de 1975. Los trabajadores reactivaron sus demandas con su tradicional repertorio de protesta. Así lo atestiguaron los enfrentamientos en Rigolleau, Molinos, etc. Este reanimamiento cobró un claro impulso cuando comenzaron a discutirse abiertamente los montos salariales para las futuras negociaciones paritarias. En esta última coyuntura, las protestas se potenciaron al elegirse a los delegados paritarios por medio de asambleas en las empresas, lo que implicó también una significativa renovación de los cuerpos de representantes gremiales. 

Algunas de las protestas analizadas estuvieron motorizadas por organismos de base en los establecimientos reemplazando en la práctica a delegados y comisiones internas que adoptaron una actitud de no confrontación por su cercanía a los empresarios y/o a los dirigentes del gremio. En los hechos, estos comités de lucha emergieron sobre todo por medio de la ejecución de deliberaciones al calor del conflicto. La permanente convocatoria y realización de asambleas en los lugares de empleo, ya fuese por secciones o ya fuese por turno de trabajo, le imprimieron a las protestas una dinámica particular. Esto condujo, producto de la propia lucha de clases, a un grado de mayor radicalidad en los enfrentamientos. En este sentido, se desplegaron desde quites de colaboración hasta la ocupación de fábricas con puestas en funcionamiento por parte de sus obreros. De igual modo, los trabajadores (frente a los despidos y los lock-out de la patronal) trasladaron espacialmente las medidas de fuerza a la calle por medio de ollas populares, vendiendo bonos contribución para sostener el conflicto, movilizándose a las oficinas de la cartera laboral, a Plaza de Mayo o al Congreso. Por otra parte, dentro de las acciones que se pusieron en práctica, una de las que cobró especial relevancia fue el empleo del fondo de huelga; éste no sólo permitió que las luchas se sostuvieran en el tiempo ante la ofensiva del empresariado y la escasa (o nula ayuda) de los jerarcas gremiales sino también sirvieron para dar a conocer los reclamos a otros trabajadores del barrio o del sector. En última instancia, numerosos cuerpos de delegados y activistas buscaron por este medio tanto la solidaridad como la coordinación de acciones con otras fábricas con el fin de que las demandas obtuvieran más fuerza y como forma de superar la inmovilidad impuesta por la burocracia del sindicato. Durante esa coyuntura, la lucha contra el Pacto Social estuvo en íntima relación con los enfrentamientos contra la cúpula laboral, cuestión que fue destacada por todos los protagonistas del período. 


Algunas protestas, que lograron vencer la intransigencia empresarial (Propulsora Metalúrgica, Bagley, Indiel, etc.), lo hicieron tras varias semanas de agudos choques contra los jerarcas sindicales, los empresarios y la cartera laboral que actuaron oponiéndose a dichos conflictos. En ocasiones estos triunfos repercutieron en el surgimiento de otras luchas en sus adyacencias; por ejemplo, esto sucedió en el área del Gran La Plata tras la huelga de Propulsora, o bien, en la zona norte del Gran Buenos Aires luego del conflicto en el Astillero Astarsa. En forma simultánea, la presencia de activistas, cuerpos de delegados y comisiones internas, que venían con el antecedente de ganar en sus respectivos lugares de trabajo, fueron factores medulares en el proceso de surgimiento de agrupaciones opositoras a los dirigentes burocráticos de esas seccionales y regiones. En ese sentido, las prácticas de asambleas para decidir y ejecutar las medidas de fuerza incidieron en la conciencia de la clase trabajadora a la hora de elegir nuevos representantes laborales tanto en los organismos de base como en las seccionales; en última instancia, evidenciaron la posibilidad de que surjan compañeros honestos y transparentes. Sobre el particular, en metalúrgicos, algunos de los casos más representativos fueron la lista Gris (integrada por trabajadores de Corni, Del Carlo, Tensa, Astarsa, etc. en la zona norte del conurbano bonaerense) o, en La Matanza, la lista Azul-Naranja compuesta por operarios de Martín Amato, Cegelec, MAN, entre otros establecimientos.
 Cabe indicar que, en no pocos casos, estos agrupamientos emergieron a raíz de la solidaridad recibida en los momentos de lucha por los diferentes organismos gremiales de base, donde no sólo se intercambiaron saberes y experiencias sobre cómo vencer en un conflicto sino también cómo se tenían que formar direcciones hegemónicas alternativas a las existentes. Asimismo, numerosas comisiones internas antiburocráticas que nacieron de estos procesos fueron los núcleos básicos constituyentes de las coordinadoras interfabriles de junio – julio de 1975. 


Por otro lado, una de las características más significativas de estas protestas fue la importante presencia de trabajadores que militaban, o bien, simpatizaban con distintas organizaciones de izquierda. Su intervención en estos procesos no sólo era en razón de los propios conflictos sino que centralmente buscaron formar agrupamientos antiburocráticos sindicales tanto en el plano fabril como a nivel seccional. En forma clara, durante esos años hubo una notable recepción y aceptación de las ideas de esta corriente ideológica dentro de la clase obrera, tal como se expresó en diversas fuerzas políticas que abogaron abiertamente por el socialismo (Pozzi y Schneider, 2000).

Las respuestas desde el poder


Antes que nada, corresponde indicar que durante esos meses se desarrolló desde distintas esferas del poder (sobre todo desde el gobierno) y la dirigencia cegetista una fuerte ofensiva contra la clase obrera. Si bien la misma provino desde diversos ámbitos, frente a un conflicto importante, en general, actuaron de manera conjunta. 

En primer lugar, la cartera laboral se puso del lado de los empleadores y en contra de los trabajadores en casi la totalidad de los enfrentamientos, no sólo argumentando a favor de los empresarios sino, también, en numerosas ocasiones no obligó a la patronal a cumplir con las medidas de conciliación que se dictaron para reincorporar a los obreros suspendidos o despedidos. Asimismo, las intimidaciones y las acusaciones por infringir el Pacto Social se dirigieron exclusivamente hacia los trabajadores. En esa coyuntura, el ministro del Interior Benito Llambí sostuvo que “se creará la Policía Industrial” con el objetivo de auxiliar a las empresas industriales “evitando de esta forma la nueva manera delictiva que crearon los extremistas para distorsionar la tranquilidad interna” (Crónica, 24-7-1974).

En íntima conexión con lo anterior, con el aval otorgado por el Ministerio de Trabajo, el comportamiento empresarial se endureció frente a las protestas. En diversas circunstancias, los empleadores utilizaron fuerzas de seguridad privada en el interior de los establecimientos como mecanismo de coacción contra los trabajadores. Sobre el particular, en la fábrica química Ferro Enamel Argentina (Villa Dominico), la patronal no sólo violó la conciliación obligatoria sino que también empleó a ex policías para intimidar a los operarios, llegando (incluso) a secuestrar a un trabajador; ante ello, ni la cartera laboral ni el gremio protestaron frente a ese atropello. Una situación similar se experimentó en Warco (Munro) donde la compañía fue ocupada por cuarenta y cinco civiles (con armas largas) que tomaron la planta, secuestrando a los obreros y metiéndolos en un vestuario para que no se comuniquen con la Comisión Interna que estaba siendo despedida. Cerca de una semana duró la ocupación armada en el establecimiento; mientras tanto un grupo de operarios (acusados de “activistas” por los empleadores) fueron intimados en la puerta de sus respectivos hogares. También, las empresas se valieron de la ayuda de la Policía Federal para detener a los obreros que protestaban, como fue en Cueros Argentinos (Pacheco). La situación de más claro exceso empresarial fue la vivida por las obreras de la alimenticia Bedial (Capital Federal), donde el dueño encerró a setenta trabajadoras dentro de la fábrica después del horario del trabajo. La reclusión se hizo con el fin de amedrentar a los integrantes de la Comisión Interna provisoria que había sido elegida seis meses atrás, pero que no había sido reconocida ni por la firma, ni el sindicato, ni el Ministerio de Trabajo. Además, en no pocos lugares (Bagley, Santa Rosa, etc.) los empleadores contrataron esquiroles para romper las medidas de fuerza.
 

En el mes de agosto, como parte de la ofensiva contra los empleados estatales se sancionó la Ley de Prescindibilidad; con ese marco jurídico de por medio, en los primeros días de enero de 1975 se dejaron cesantes a cerca de setecientos trabajadores. En idéntico sentido, después de sancionada la Ley de Seguridad y dictado el estado de sitio, todos los conflictos obreros fueron declarados ilegales por la cartera laboral. Así, por ejemplo en la fábrica metalúrgica Santa Rosa (La Matanza), los trabajadores tuvieron que hacer frente a un fuerte hostigamiento por parte de la policía. En esas jornadas, tanto los obreros que estaban ocupando el establecimiento como los vecinos que se acercaban al mismo soportaron un amplio operativo represivo en toda la zona de San Justo con el fin de quebrar el conflicto.

En segundo lugar, se puede observar el papel que cumplió la dirigencia sindical. En ese sentido, se destaca la estrecha alianza entre Otero y los jerarcas gremiales; en particular, cuando ambos sectores aunaron fuerzas tanto contra los dirigentes de seccionales que no respondían a las 62 Organizaciones como contra el sindicalismo clasista. En 1974, los hechos más ilustrativos de esta arremetida se observaron en la provincia de Córdoba, sobre la CGT regional y las seccionales que agrupaban a los mecánicos y a los trabajadores de Luz y Fuerza. Tampoco fueron menores los ataques que recibieron los obreros azucareros de Tucumán y los gráficos liderados por Raimundo Ongaro. En sintonía con estas ideas, el ministro efectuó un discurso donde afirmó, ente otras cuestiones, que “Perón supo como nadie (…) que ningún país puede realizarse través de un clasismo que divide y niegue los sentimientos de humanidad...”(Informe DIL 178, diciembre de 1974).
 
La cúpula gremial no estuvo aislada en esta cruzada violenta contra el activismo y los sectores combativos del movimiento obrero sino que contó con el respaldo y la ayuda del gobierno nacional. También sostuvo acuerdos políticos y económicos con autoridades municipales y policiales de cada distrito. Todo esto le permitió obtener un alto grado de impunidad en los ataques desplegados contra los trabajadores de cada zona.

En cuanto al papel que cumplió la burocracia sindical, en la mayoría de las protestas analizadas, por un lado, convalidó las arbitrariedades de los empresarios y de la cartera laboral. Por el otro, no sólo tendió a desconocer los reclamos de los trabajadores de base sino que también se opuso a ellos, argumentado en muchas ocasiones que los mismos atentaban contra el Pacto Social, o que eran provocados por “bichos rojos” o “agentes externos” infiltrados en el movimiento obrero. En este sentido, en no pocas circunstancias, se enfrentaron abiertamente contra aquellos cuerpos de delegados y comisiones internas que encabezaron las demandas, aprovechando esa oportunidad para tratar de doblegarlas en el seno del gremio. Así, por ejemplo, el personal de la bodega Furlotti (Capital) denunció que la conducción de su sindicato (vitivinícolas) había revocado a dos delegados de su cargo por “indisciplina”. La desautorización a los representantes de base se hizo en el marco del conflicto que venían manteniendo los trabajadores del lugar como consecuencia de las suspensiones y los despidos efectuados por la empresa; en resumen, la dirigencia no avaló las medidas de fuerza que estaban siendo desarrolladas en defensa de los puestos de trabajo (Noticias,16-7-1974). 


 Durante esos años, las prácticas burocráticas dentro de los gremios fueron moneda corriente. Entre otras cuestiones no se desarrollaron asambleas generales de delegados y se impidió, con la asistencia de las empresas, la cartera laboral y sus matones, la posibilidad de que se presenten agrupaciones sindicales alternativas en los comicios de 1974. Los jerarcas locales, además de tener el apoyo ministerial para frenar un proceso eleccionario, contaron con un aparato militar de seguridad que utilizaron para su propia protección y como fuerza de choque en los establecimientos que les cuestionaron su mandato. Como respuesta, la burocracia no dudó en amedrentar y colaborar en el asesinato de numerosos obreros, ya fuesen peronistas o integrantes de corrientes de izquierda. 

En efecto, en julio de 1974, la dirigencia metalúrgica de la zona norte del Gran Buenos Aires mandó a ocupar la fábrica Tensa (Munro) con “matones armados” acordando con los empresarios el despido de veintisiete obreros considerados como “activistas”, miembros de la anterior Comisión Interna. Así lo expresó el telegrama enviado a los afectados: “para normalizar la necesaria actividad industrial, interrumpida por virtual toma de fábrica y suspensión general de tarea, y requerimiento formal comisión interna conforme acta firmada en la fecha, notifícale su despido.”
 Corresponde indicar, que Rodolfo Ortega Peña, antes de su asesinato, estuvo solicitando un informe de la situación a la cartera laboral por la acción de dicha dirigencia. Por otra parte, la presencia de personal armado de la burocracia continuó por semanas dentro de la fábrica; a eso se sumó, que matones encabezados por el delegado general, que respondía a la seccional, atacó a balazos a algunos de los obreros que fueron cesanteados.
 En otras palabras, la acción represiva de la cúpula sindical tuvo como fin inmediato la defensa de sus posiciones de poder frente a las movilizaciones independientes por parte de los trabajadores de base. Cualquier demanda o movimiento alternativo que surgiese ajeno a ellos, representaba una impugnación al control de las entidades laborales.

Un tercer aspecto a destacar fue que durante esos meses se incrementó la violencia por parte de la Triple A hacia todos aquellos que eran considerados como opositores al gobierno. Asimismo, los atentados a luz del día se convirtieron en hechos cotidianos contra aquellos trabajadores que protestaron en esas jornadas. Son numerosos los casos que se informaban diariamente sobre las amenazas recibidas, los secuestros y los asesinatos efectuados contra delegados y activistas, en ocasiones con la complicidad de empresarios, burócratas sindicales y fuerzas de seguridad. Pongamos por caso cuando se denunció públicamente el intento de secuestro a un delegado de la fábrica jabonera Acigras que se hallaba en conflicto por oponerse al incremento en los ritmos de producción. En forma previa, el operario ya había sido intimado por teléfono, al advertirle “te vamos a reventar por tirarte contra la patronal”.
 O bien, cuando los trabajadores químicos del laboratorio Darex (Quilmes) pararon revelando el ataque con balas que recibió su delegado dejándolo herido.
 En ese marco, uno de los hechos más impactantes fue, en diciembre de 1974, el secuestro y posterior asesinato de Jorge Fischer y Miguel Ángel Bufano.
 Ambos eran obreros de la fábrica de pinturas Miluz (Villa Martelli) y militantes de la organización Política Obrera. De acuerdo con diversos testimonios, en este hecho se observan claramente la acción deliberada de la empresa (quien los convoca expresamente cuando pensaban irse del establecimiento por cuestiones de seguridad), la dirigencia del gremio que los había amenazado y la acción de grupos paramilitares que intervinieron en la privación ilegal de su libertad y en el crimen.
 


Por su parte, en plena medida de fuerza de los trabajadores gráficos, la Triple A difundió el siguiente volante: 

A ti, joven mujer gráfica:

No caigamos en la tentación de violar el Pacto Social. […] No le hagamos el juego a la “plaga roja” que critica a la “burocracia sindical” porque todos aquellos que acatamos la Ortodoxia y la Verticalidad podemos ascender a esas altas posiciones y privilegios con que la comunidad premia a los que saben esperar. 

No tengamos sentimentalismo: apoyemos la sentencia de la AAA para que sean fusilados Ongaro, Tosco, Jaime, Salamanca, Firmenich, Quieto, Di Pascuale, Guillán, Greco, Coral, Atilio López, Gaggero, Galimberti, Cesio, Angelelli, y la gran comparsa de delincuentes trosco-marxi-clasi-comu-monto-anarco-mao-guevaristas. Por una Patria Justicialista. Muera la Patria Socialista.

Firman: la Alianza Antiimperialista Argentina. Juventud Sindical Peronista. Lista Celeste y Blanca en apoyo del Pacto Social CGT-CGE.


En el caso de los gráficos, a los embates recibidos en forma ilegal, a las pocas semanas, en medio de numerosas medidas de fuerza del sector, se le sumó el retiro de la personería gremial y la detención de Ongaro.
 De este modo, la situación de crisis política y económica condujo a un uso cada vez más sistemático del terror sobre la clase obrera; la acción represiva de la dirigencia laboral junto con las fuerzas de seguridad, en acuerdo con el aparato paraestatal, se hizo con el objetivo de sostener un sistema de gobernabilidad que era seriamente cuestionado por el alto nivel de conflictividad existente en los lugares de empleo.
El alineamiento con las Fuerzas Armadas

En esa coyuntura, el objetivo central de la presidencia de Isabel fue disciplinar al movimiento obrero como condición necesaria para que funcione el plan estabilizador de Gómez Morales. En consecuencia, la mandataria justicialista prosiguió empleando una serie de instrumentos legales e ilegales que, en gran parte, se habían puesto en funcionamiento durante el tercer mandato de Perón (Schneider, 2015).

Con relación a ello, el gobierno junto con el apoyo de la mayoría de los partidos políticos con representación parlamentaria, los jerarcas gremiales, el alto mando de las Fuerzas Armadas y el empresariado, dispusieron de un conjunto de medidas coercitivas que apuntaron contra los sectores antes mencionados. En septiembre, el Congreso Nacional por iniciativa del Poder Ejecutivo sancionó la ley de Seguridad Nacional por la cual, entre otras cuestiones, se le otorgó a la cartera de Trabajo una nueva herramienta para normalizar las relaciones laborales. Así, el artículo quinto estableció que se “impondrá prisión de uno a tres años, a los que luego de declarado ilegal un conflicto laboral, por la autoridad competente, instiguen a incumplir con las obligaciones impuestas por dicha decisión”.


A partir de entonces, tanto el ministerio conducido por Otero como la dirigencia sindical y la patronal apelaron a esa norma jurídica para desautorizar las medidas de fuerza. 
Como parte del sostén brindado a esta ley, la CGT convocó a un paro de quince minutos el día 11 de octubre “como repudio a la violencia desatada por los mercenarios que quieren empujarnos al caos” y en apoyo de Isabel (Informe DIL 176, octubre de 1974). 

En forma paralela, el sector encabezado por Miguel, en sintonía con su combate por perseguir y destruir al activismo clasista en el movimiento obrero junto con su búsqueda de aliados para enfrentar a López Rega, inició un permanente acercamiento a los altos mandos castrenses a través de declaraciones, solicitadas y homenajes. Para el líder metalúrgico, este fue un objetivo prioritario de su agenda en los últimos meses de 1974. 

El aval a este tipo de medidas y al ejército se incrementó en el mes de noviembre cuando el Poder Ejecutivo dispuso la declaración del estado de sitio en el todo el territorio tras la muerte del comisario Alberto Villar y su esposa. Sobre el particular, el secretario de Prensa de la CGT, Adalberto Wimer, redactó una nota donde se condenó el deceso: “Hay que estar preparados contra los enemigos de adentro y de afuera que intentan en la maraña de sus intereses aprisionar el proceso de liberación nacional que lleva adelante el gobierno popular…” (Informe DIL 177, noviembre de 1974). Por su parte, las 62 Organizaciones avalaron por medio de dos solicitadas estas ideas junto con la propuesta de suspender las garantías constitucionales.
 


Tanto la ley de Seguridad Nacional como la imposición del estado de sitio sirvieron de instrumentos legales para avanzar en el proceso de prohibición de cualquier tipo de protesta social. En ese sentido, un primer paso era lograr que la represión legal estuviese en manos oficiales. Por otro lado, las declaraciones favorables al ejército no sólo se hacían por una cuestión de simpatía ideológica sino que también apuntaban a otras cuestiones. Entre estas, se encontraba la idea de la dirigencia laboral de tener a su lado a los altos mandos castrenses con el fin de poder desarrollar mejor su pugna contra el sector del peronismo liderado por López Rega. 


En ese contexto, también se comprende el homenaje efectuado por la CGT a los militares muertos por las organizaciones armadas el día 12 de noviembre, cuando hicieron sendos discursos el comandante del ejército, el general Leandro Anaya, y el secretario general de la central obrera, Segundo Palma. Este último afirmó “estamos reunidos para rendirles las fuerzas del trabajo un cálido, sincero y justo homenaje al Ejército Argentino, en la lucha contra la subversión apátrida en defensa de las instituciones de la Nación” (Informe DIL 177, noviembre de 1974). Cabe advertir que en este encuentro, donde además se puso una placa de homenaje en la sede del Comando General, no estuvieron presentes ni Isabel ni López Rega. Esto se convirtió en un antecedente significativo a la hora de tejer una alianza militar–sindical por fuera de ellos. Por otra parte, es oportuno subrayar que la muestra de apoyo de la dirigencia laboral a los miembros de las Fuerzas Armadas se repitió en diversas ocasiones por medio de distintos actos en diversas ciudades y por medio de numerosas declaraciones y solicitadas tanto de las 62 Organizaciones como de diferentes gremios.


Con el aval de diferentes sectores, las fuerzas del orden pasaron a jugar un papel preponderante en la vida política del país. Existía dentro del campo de la clase dominante una coincidencia generalizada en la necesidad de buscar el afianzamiento de los vínculos con la cúpula militar con el fin de lograr cierta estabilidad del gobierno y el régimen en su conjunto. 

A pesar de las diferencias existentes en el gabinete presidencial, en el último mes de 1974 se produjo un acercamiento entre las distintas facciones. Como señal de cordialidad, Isabel visitó a la CGT el 6 de diciembre en donde presidió un acto rodeada por Herrera y Miguel. Por su parte, el ministro Otero, en esas semanas, explicó que “ni Mongo Aurelio puede gobernar sin apoyo sindical” (Senén, 1984:31). A estos claros mensajes, se le sumó la promesa de Gómez Morales de convocar a negociaciones paritarias en cada gremio para marzo de 1975 con el fin de sostener uno de los principales reclamos de la conducción sindical ante una situación de permanente impugnación por sus bases obreras. 
A modo de breve conclusión

En pocas palabras, en términos generales se puede concluir que el gobierno de Isabel en sus primeros seis meses de mandato continuó con la política de ataque hacia el movimiento obrero iniciada por Perón, con el fin de disciplinarlo bajo su órbita. Para ello, contó con el expreso respaldo de la cúpula sindical, de los distintos aparatos paramilitares enquistados en diversos ministerios, del empresariado y de las fuerzas de seguridad. Asimismo, en esa coyuntura también se pudo observar el notable avance de los jerarcas gremiales en el seno del gabinete presidencial y en diferentes esferas políticas en todo el ámbito nacional. En idéntico sentido, en cierta forma el fallecimiento del anciano caudillo contribuyó para que la dirigencia posea una ascendiente capacidad de negociación y un mayor espacio de poder dentro el gobierno. 


Este camino, sin duda, no fue sencillo. Durante todo ese semestre de 1974, y hasta las jornadas de movilización de junio de 1975, además, la dirigencia sindical tuvo que confrontar con el ala política liderada por López Rega. Si bien ambos sectores compartían su rechazo y combate contra el clasismo y las corrientes de izquierda, su convivencia estuvo cruzada por un sinnúmero de problemas.

En forma paralela a esas disputas, el movimiento obrero continuó protagonizando importantes jornadas de lucha. Aunque habían disminuido en cantidad, muchas de ellas continuaron teniendo un fuerte impacto en la población. Asimismo, como resultado de las mismas, el gobierno se encontró cada vez más comprometido en el uso de aparatos ilegales para su contención y represión. Puesto que estos resultaron insuficientes, a la vista del gobierno y de la clase dominante, Isabel ordenó en febrero de 1975 una mayor intervención de las Fuerzas Armadas a través de la ejecución del Operativo Independencia, antecedente inmediato de la noche oscura de 1976. 
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� En esa coyuntura, en forma simultánea, otro hecho que incidió fue la fuerte ofensiva que estaba desplegando el Ejército Revolucionario del Pueblo con los ataques a la Fábrica Militar de Explosivos de Villa María en Córdoba y el asalto al Regimiento 17 de Infantería Aerotransportada de Catamarca.


� Cabe recordar que Otero, antes de ser nombrado como ministro, cumplía funciones como Secretario Adjunto del gremio metalúrgico en la seccional de Capital Federal. 


� Al respecto véase: Política Obrera N°209, 25 de septiembre; Avanzada Socialista N°122, 24 de septiembre; El Combatiente N°137, 2 de octubre de 1974 y Evita Montonera N°2, enero-febrero de 1975.  


� La única excepción fue el triunfo en el gremio metalúrgico de la lista marrón en Villa Constitución en 1974. 


� Datos extraídos de Noticias, julio y agosto de 1974.


� Noticias, 27 de julio de 1974. Resaltado en el original. Un informe detallado de los hechos se puede analizar en: Avanzada Socialista Nº 114, 1 de agosto de 1974.  


� Noticias, 2 agosto y Avanzada Socialista Nº 116, 13 de agosto de 1974.


� Noticias, 31 de julio de 1974.


� Noticias, 27 de agosto de 1974.


� Estas muertes no fueron las últimas. Dos meses más tarde fue asesinado Héctor Noriega quien había reemplazado a Fischer como delegado general en la fábrica.


� Política Obrera, Suplemento especial por el esclarecimiento del asesinato de los compañeros de Miluz Jorge Fischer y Miguel Ángel Bufano, 1975. 


� Noticias, 13 de agosto de 1974. Resaltado en el original. 


� Valga recordar que en mayo de 1975, un comando de la Triple A asesinó al hijo mayor de Ongaro.  


� Artículo Nº5 de la Ley 20.840 de Seguridad Nacional en: Anales de la Legislación Argentina, (1974), Tomo XXXIV D, p. 3333.


� Véase El Caudillo N°50, 8 de noviembre de 1974. 
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